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ADMISIBILIDAD

OMAR FRANCISCO CANALES CILIEZAR

HONDURAS

12 de julio de 2010

I. RESUMEN

1. El 4 de agosto de 2004, el señor Omar Francisco Canales Ciliezar, en nombre propio, (en adelante “el peticionario” y/o “la presunta víctima”), presentó una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”), contra el Estado de Honduras (en adelante, “el Estado”, “Honduras” o el “Estado Hondureño”) donde alegó que el 9 de agosto de 2001 habría sido despedido arbitrariamente y sin el procedimiento previsto por ley, de su cargo de Juez de Letras Supernumerario Primero de Juticalpa, Departamento de Olancho, Honduras.
2. El señor Omar Francisco Canales Ciliezar alega que los hechos objeto del presente reclamo implican la vulneración de disposiciones constitucionales directamente relacionadas con los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, establecidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención Americana” o la “Convención”).  También alega la vulneración de los artículos XVIII y XXIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante la “Declaración Americana”); y la violación de los artículos 8 y 28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Expresa que ha dado cumplimiento a los requisitos de admisibilidad, en particular, que ha agotado los recursos disponibles de la jurisdicción interna. Al respecto, refuta los alegatos estatales referidos a la necesidad de interponer un recurso de amparo, indicando que ello no procede en su caso dado que se trata de un recurso que no se encuentra previsto en la legislación interna que le es aplicable, que es un recurso de naturaleza extraordinaria y que además sería conocido por el mismo órgano que emitió el acto cuestionado en el presente reclamo, es decir su despido.

3. El Estado solicita a la CIDH que declare la inadmisibilidad de la presente petición porque el peticionario no agotó los recursos internos disponibles. Concretamente, indica que de conformidad con la normativa constitucional, el peticionario podría haber interpuesto un recurso de amparo a fin de lograr un remedio a su alegada situación en el ámbito interno.

4. Tras examinar las posiciones de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, y que el mismo es admisible por la presunta violación a los derechos protegidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 del referido instrumento internacional, en virtud de la aplicación del principio iura novit curiae.  La Comisión decide además notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA). 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA

5. El 4 de agosto de 2004, la Comisión recibió una denuncia presentada por el señor Omar Francisco Canales Ciliezar y le asignó el número 691-04. El 13 de octubre de 2006, transmitió las partes pertinentes del reclamo al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante el “Reglamento”). La respuesta del Estado fue recibida el 12 de diciembre de 2006. 
6. Además, la CIDH recibió información del peticionario en las siguientes fechas: 18 de abril de 2007, 4 de septiembre de 2007, 29 de enero de 2008, 4 de junio de 2008, 18 de diciembre de 2008 y 14 de abril de 2009.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.
7. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado en las siguientes fechas: 26 de junio de 2007, 18 de enero de 2008, 1 de mayo de 2008, 15 de septiembre de 2008 y 21 de enero de 2009. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. El peticionario 

8. El peticionario indica que inició su relación laboral con la Corte Suprema de Justicia de la República de Honduras, en el cargo de Juez de Letras Supernumerario Primero de Juticalpa, Departamento de Olancho, el 16 de noviembre del año 2000 mediante acuerdo de nombramiento No. 1578 de fecha 10 de noviembre de 2000.  Señala que el 9 de agosto del año 2001, mediante acuerdo No. 1050, fue despedido por el pleno de la Corte Suprema de Justicia de la República de Honduras, en atención a una recomendación efectuada por la Sala de lo Penal del mismo Tribunal Supremo, con fundamento en que habría incurrido en "irregularidades en el desempeño de su cargo". 
9. Alega que la Sala de lo Penal recomendó al pleno de la Corte Suprema de Justicia su inmediato despido, aduciendo que había cometido irregularidades en casos bajo su conocimiento. Sin embargo, indica que cuando los casos referidos llegaron al tribunal de alzada por vía de apelación, sus resoluciones fueron confirmadas, por lo cual alega desconocer en qué consistieron sus supuestas irregularidades invocadas por la Sala de lo Penal. Indica además que la resolución emitida por la Sala de lo Penal, posteriormente tomada en cuenta por el pleno de la Corte Suprema de Justicia de la República de Honduras para adoptar su decisión, no estuvo a su disposición porque se le habría negado una copia fotostática de su expediente administrativo. 
10. Agrega que dicha Sala, lo habría convocado a una audiencia de descargos, arrogándose con esto facultades que correspondían a otros órganos. En efecto, el peticionario indica que el artículo 319 de la Constitución Nacional no le otorga a la Sala de lo Penal la atribución de resolver conflictos administrativos, dado que dicha atribución le corresponde exclusivamente a la Dirección de Administración de Personal. En consecuencia, alega que se vulneró el principio de presunción de inocencia, el cual ampara a toda persona imputada de no ser declarada culpable si no es por autoridad competente y por un debido proceso.  Por otra parte, alega que la Sala de lo Penal no le permitió aportar elementos de convicción a su favor y que no lo escuchó. 
11. Al respecto, expresa que de acuerdo a la legislación hondureña, la Ley de la Carrera Judicial regula las relaciones entre el Poder Judicial y sus servidores y no contempla la causal de despido por "irregularidades en el desempeño del cargo". Precisa que la referida normativa establece el procedimiento que debe seguirse para despedir a un empleado o funcionario judicial, lo que no se habría respetado en su caso. En específico, indica que la facultad de investigar la conducta de los empleados y funcionarios judiciales le corresponde a la Inspectoría de Tribunales y la facultad de oírlos en juicio, a la Dirección de Administración de Personal, ambos dependientes de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad a lo establecido en el artículo 6 de la Ley de la Carrera Judicial.  Por lo expuesto, sostiene que al ser despedido por el Pleno de la Corte Suprema, se habría violentado en su perjuicio el procedimiento normativo interno.
12. En dicha situación, informa que el 24 de agosto del año 2001, interpuso un recurso de impugnación ante el Consejo de la Carrera Judicial, órgano encargado de velar por los derechos de los empleados y funcionarios judiciales, exponiendo las arbitrariedades y violaciones en las que habría incurrido la Corte Suprema de Justicia. Señala que dicho Consejo, el 4 de septiembre del 2003, declaró sin lugar su petición. Según el peticionario, el Consejo no habría probado la legalidad de la causal del despido y, en forma ilegal, habría admitido las pruebas presentadas por la Corte Suprema. Precisa que el Consejo tomó más de dos años en expedirse, cuando las sentencias debieran emitirse en el término de los cinco días hábiles siguientes a la evacuación de las pruebas.
13. Señala que la sentencia pronunciada por el Consejo de la Carrera Judicial, dependiente de la Corte Suprema de Justicia, le fue notificada el 3 de febrero del 2004.
14. En virtud de los hechos anteriormente descritos, alega que se le han violado los derechos comprendidos en los artículos 80, 82 y 90 -párrafo primero- de la Constitución de Honduras, vinculados con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana; 18 y 24 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y; 8 y 28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

15. En lo referido al agotamiento de los recursos internos, el señor Canales Ciliezar alega que los recursos disponibles han sido agotados porque de conformidad a la normativa de la Ley de la Carrera Judicial
, no se prevé recurso ordinario contra los fallos definitivos dictados por el Consejo de la Carrera Judicial.

16. Añade el peticionario que el ordenamiento jurídico hondureño, reconoce el recurso de amparo como una garantía constitucional, que procede como un recurso extraordinario que puede o no invocarse. Agrega que debe considerarse que conoce el amparo la Corte Suprema de Justicia, que a su vez maneja y dirige al Consejo de la Carrera Judicial.  Refiere que el Consejo está integrado, por dos miembros magistrados propietarios de la propia Corte Suprema de Justicia, uno de las Cortes de Apelaciones, un Juez de Letras y un representante del Ministerio Público.  

17. En ese sentido, el peticionario controvierte los alegatos del Estado indicando que la Corte Interamericana ha establecido en su jurisprudencia que no basta el reconocimiento formal de ciertos recursos en la ley, sino fundamentalmente, la posibilidad razonable de que los mismos sean efectivos para la tutela de derechos invocados; circunstancia que aduce no concurren en el presente caso dado que quien conocería de un eventual recurso de amparo, sería la misma Corte Suprema de Justicia a través de una de sus Salas.
18. Por otra parte, el peticionario destaca que desde que se emitió la Ley de la Carrera Judicial (l8 de junio de 1980 ), hasta el año 2008, casi 30 años después, sólo se presenta un único caso resuelto mediante un recurso de amparo a favor de un servidor judicial que efectuó un reclamo por despido injustificado. No obstante, indica que se trata de un empleado ubicado en las escalas más bajas, y que cuyo precedente se produjo cuatro años después de que se presentara su caso ante la CIDH.  Indica que lo anterior evidencia y confirma el hecho, de que aún admitiendo que en contra de lo dispuesto en un acto estatal de carácter general como lo es el Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial, cabría la interposición de un recurso de amparo contra las resoluciones definitivas de ese órgano, tal recurso se presenta ineficaz para la defensa y la salvaguarda de los derechos fundamentales de los servidores judiciales injustamente despedidos y por ende no debe ser agotado.

B. El Estado

19. El Estado alega que constituye un hecho acreditado ante la CIDH, que el peticionario fue destituido el 9 de agosto de 2001 por irregularidades en el desempeño de su cargo, mediante acuerdo emitido por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia.  Al respecto, enfoca sus argumentos alegando que el peticionario no ha agotado los recursos disponibles de la jurisdicción interna y que, por ende, la petición debe ser inadmitida en vista de la normativa convencional.

20. Concretamente, el Estado indica que en virtud de que el abogado Canales Ciliezar en su escrito de petición manifiesta que se le han violentado los derechos consignados en los artículos 80, 82 y 90 de la Constitución de Honduras, debió interponer un recurso de amparo, como último recurso interno con que cuenta en el sistema judicial de conformidad a la legislación interna. El Estado precisó que el artículo 183 de la Constitución establece textualmente que: 

El Estado reconoce la garantía de amparo; en consecuencia toda persona agraviada o cualquiera otra en nombre de ésta, tiene derecho a interponer recurso de amparo:

1.- Para que se le mantenga o restituya en el goce y disfrute de loe derechos o garantías que la constitución establece.
21. En ese sentido, afirma que el peticionario, como profesional de las leyes y ex magistrado, conoce o debiera conocer que la garantía de amparo reconocida por la Constitución, prevalece sobre las disposiciones de cualquier Reglamento.  Alega, que así ha sido entendido por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, la cual ha admitido en reiteradas ocasiones recursos de amparo interpuestos en contra de resoluciones emitidas por el Consejo de la Carrera Judicial; y que por ello no podría considerarse que la Corte Suprema de Justicia desconoce el contenido del artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial como expone el peticionario
.

22. Asimismo, indica que también existen precedentes en los que la Corte Suprema de Justicia no sólo ha admitido dichos recursos, sino que ha declarado violatorio de derechos constitucionales resoluciones del Consejo de la Carrera Judicial. En particular, cita el caso de un ex empleado del Poder Judicial quien recurrió por vía de amparo una resolución del Consejo de la Carrera Judicial y la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante sentencia de fecha 24 de enero de 2007 declaró la resolución del Consejo violatoria de sus garantías constitucionales, estableciendo que se había incurrido en violación por la omisión de una valoración objetiva de las pruebas aportadas durante el trámite de impugnación del despido.

23. Refiere que tales antecedentes demuestran que las decisiones del Consejo de la Carrera Judicial son susceptibles de la garantía de amparo, al tenor de lo establecido por la Constitución y así lo ha hecho prevalecer la Corte Suprema. Añade, que resulta infundado el argumento de que no cabe remedio contra las resoluciones del Consejo de la Carrera Judicial, y que por ello se considera que el peticionario simplemente desconoció el recurso interno que podría ampararlo, con la intención de comparecer directamente ante la Comisión Interamericana.

24. En segundo término, alega que considera infundado el alegato del peticionario en cuanto a que resultaría ineficaz la interposición del recurso de amparo porque sería resuelto por el órgano emisor del acto impugnado, es decir, por la Corte Suprema de Justicia, quien a criterio del peticionario, no sería un órgano imparcial ni objetivo.  Al respecto, afirma que el peticionario parte de un criterio equivocado al considerar que la Corte Suprema de Justicia, conformada por 15 Magistrados designados por una Junta Nominadora conformada por diversas instituciones nacionales, y electos por el Congreso Nacional de la República, tendría un interés particular en perjudicarlo y desconocer sus derechos.  

25. En adición, señala que ninguno de los Magistrados que conformaban la Corte Suprema de Justicia en el momento del despido del peticionario forma parte del actual Tribunal Supremo y, aún cuando aun formaran parte del mismo, las funciones jurisdiccionales y administrativas de la Corte Suprema de Justicia se encuentran legalmente delimitadas y separadas.  Indica que la función jurisdiccional que ejerce la Corte Suprema de Justicia no puede ni debe confundirse con la actividad administrativa que llevan a cabo los órganos del Poder Judicial y, en este caso, los organismos de la Carrera Judicial, quienes son los encargados legalmente de resolver lo relacionado con la administración del personal del Poder Judicial, sus ingresos, ascensos y sanciones.  En tal sentido, afirma que si bien los órganos de la Carrera Judicial dependen de la Corte Suprema de Justicia, también dicho Tribunal se rige, como autoridad estatal, entre otras disposiciones, por el principio de legalidad.

26. En virtud de lo anteriormente expuesto, concluye alegando que el requisito del previo agotamiento de los recursos internos no se ha cumplido, pues el peticionario contaba con el recurso de amparo y optó por no hacer uso de aquel. Adicionalmente, aduce que en el presente caso tampoco se verifica alguna de las excepciones aplicables al referido requisito contempladas en la Convención, dado que ha quedado demostrado que: 1) existe en la legislación interna el debido proceso legal para la protección de los derechos que se alegan han sido violados, cual es la tramitación del recurso de amparo; 2) al peticionario no se lo ha impedido el acceso u agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna; los que no fueron interpuestos por su propia decisión, en atención a un criterio infundado y subjetivo; y 3) no ha existido retardo injustificado en la decisión de los recursos interpuestos.
27. En consecuencia, solicita se declarare inadmisible la petición al no haberse agotado los recursos de la jurisdicción interna conforme con lo establecido en la Convención Americana.  
IV.
ANÁLISIS
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión Interamericana
28. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado hondureño se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana y en otros instrumentos internacionales. Por lo anterior, la CIDH tiene competencia ratione personae para conocer la presente petición.

29. La CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado. 

30. La CIDH tiene competencia ratione temporis, por cuanto los hechos alegados habrían tenido lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención ya se encontraba en vigor para Honduras, Estado que ratificó la Convención Americana el 5 de septiembre de 1977. Finalmente, la CIDH tiene competencia ratione materiae porque en la petición se denuncian violaciones a derechos humanos protegidos en la Convención Americana. 

31. Con respecto a los derechos invocados de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la CIDH señala que puede hacer referencia a instrumentos no regionales a los efectos de interpretar los instrumentos interamericanos, pero carece de competencia para establecer violaciones con respecto al referido instrumento internacional.  En cuanto a las alegadas violaciones de los artículos XVIII y XXIV de la Declaración Americana, cabe señalar que desde el momento de la entrada en vigor de la Convención Americana para Honduras, ésta y no la Declaración se convirtió en la fuente de derecho aplicable
, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos substancialmente idénticos en ambos instrumentos.  En este caso, los derechos que se alegan violados por el Estado hondureño bajo la Declaración se encuentran protegidos bajo la Convención y los hechos que dieron origen al reclamo del peticionario habrían tenido lugar en el año 2001, es decir, después de que la Convención Americana entrara en vigor para Honduras.  Por lo tanto, si resultara procedente, en el análisis de caracterización la Comisión sólo se referirá a las presuntas violaciones a la Convención y no a la Declaración.

B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
32. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos
.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.  

33. El requisito de agotamiento previo se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación.  En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; o si la presunta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna; o si hay retardo injustificado en la decisión sobre dichos recursos.

34. Según ha establecido la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

35. En el presente caso, las partes controvierten el cumplimiento de este requisito convencional.  En efecto, el Estado invoca la falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, indicando que de conformidad a lo dispuesto en la normativa constitucional, el peticionario no agotó el recurso de amparo en la jurisdicción doméstica, a fin de lograr la protección de los derechos que reclama vulnerados.  En ese sentido, el Estado a fin de fundamentar la efectividad de dicho remedio procesal presentó la copia de una sentencia, de la cual se desprende que el recurso de amparo presentado por un funcionario judicial que alegó la violación de derechos constitucionales con su destitución, había sido decidido a favor del funcionario. 

36. Por su parte, el peticionario alega que de conformidad a lo dispuesto de manera expresa por el Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial dicho recurso de amparo no resulta procedente y que el ordenamiento jurídico hondureño, reconoce el recurso de amparo como una garantía constitucional, que procede como un recurso de naturaleza extraordinaria que puede o no invocarse.
37. Al respecto, la Comisión considera pertinente señalar que el artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial establece textualmente, en su parte pertinente, lo siguiente:

contra las resoluciones definitivas dictadas por el Consejo de la Carrera Judicial no cabrá recurso alguno, ordinario ni extraordinario.
38. La Comisión observa que el Estado no ha controvertido el contenido de la referida norma del Reglamento del Consejo, ni que la misma sea parte del ordenamiento jurídico hondureño. En ese sentido, la Comisión considera que la decisión del Consejo de la Carrera Judicial mediante la cual se decidió confirmar la destitución de la presunta víctima resultaba inimpugnable a la luz de la normativa reseñada del artículo 31 del Reglamento.  Es decir, la Comisión considera que el peticionario no contaba con un recurso judicial ordinario para cuestionar la decisión adoptada por el Consejo de la Carrera Judicial o para cuestionar su destitución en sede judicial.  

39. A la luz de lo expresado anteriormente, y de la información que consta en el expediente, la Comisión establece que a efectos de la admisibilidad corresponde proceder en la aplicación del anteriormente referido artículo 46.2.a de la Convención Americana, el cual establece una excepción al requisito del previo agotamiento de los recursos internos cuando no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión.   

40. La Comisión Interamericana observa además que la invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención Americana se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención Americana.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un parámetro de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el Informe que adopte la CIDH sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención Americana.
2. 
Plazo de presentación de la petición 
41. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención, para que una petición pueda ser admitida debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional. Sin embargo, en virtud del artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH, en aquellos casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
42. En la petición bajo estudio, la CIDH ha considerado procedente la aplicación de la excepción al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana. Teniendo en cuenta la fecha en que inició el conflicto que motivó la presente petición, la CIDH concluye que la petición, presentada el 4 de agosto de 2004, fue presentada en un plazo razonable y, por tanto, considera cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención.
 
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

43. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

4.
Caracterización de los hechos alegados

44. Según ya ha manifestado la Comisión en otros casos, no corresponde en esta etapa del procedimiento establecer si se verifica o no una violación de la Convención Americana. A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir simplemente si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención Americana, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre el fondo del reclamo. En la presente etapa la CIDH debe realizar una evaluación prima facie que no implica un juicio previo o el adelanto de una opinión sobre el fondo. Su propio Reglamento refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizarse a los fines de declarar una petición admisible y la requerida para determinar si efectivamente se verifica la responsabilidad del Estado, al establecer etapas claramente diferenciadas para el estudio de la admisibilidad y el fondo. 

45. En el presente caso, el peticionario alega que habría sido destituido arbitrariamente de su cargo sin que se le garantizara un debido proceso.  De acuerdo con los hechos expuestos por el peticionario, la Comisión encuentra que el peticionario ha formulado alegaciones que no son "manifiestamente infundadas" o "evidentemente improcedentes" y que, de comprobarse como ciertas, podrían configurar violaciones de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, 
respectivamente, en relación con los artículos 1.1
 y 2 del mismo instrumento internacional, en aplicación del principio iura novit curiae.  
46. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia del reclamo no resulta evidente, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b y c) de la Convención Americana respecto de este aspecto del reclamo.  

V.
CONCLUSIONES

47. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 8 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.

Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 8 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado hondureño y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paul Sérgio Pinheiro, Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Siliva Guillén, José de Jesus Orozco Henríquez, y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 


















� El peticionario refiere que el artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial establece que: “contra las resoluciones definitivas dictadas por el Consejo de la Carrera Judicial no cabrá recurso alguno, ordinario ni extraordinario.”


� Los antecedentes a que se hace referencia son los siguientes: 1) Recurso de Amparo 1491-051P47-06, interpuesto por una ex funcionaria del Poder Judicial en el cargo de Defensora Pública, admitido por la Sala Constitucional el 21 de noviembre de 2005; b) Recurso de Amparo 99-674-05, interpuesto por una ex funcionaria del Poder Judicial en el cargo de Defensora Pública, admitido por la Sala Constitucional el 18 de abril de 2005; c) Recurso de Amparo 325-525-05, interpuesto por un ex funcionario del. Poder Judicial en el cargo de Magistrado Propietario de la Corte Primera de Apelaciones de Francisco Morazán, admitido por la Sala Constitucional el 28 de marzo de 2005; d) Recurso de Amparo 410-526-05, interpuesto a favor de una ex funcionaria del Poder Judicial en el cargo de Magistrada Propietaria de la Corte Primera de Apelaciones de Francisco Morazán, admitido por la Sala Constitucional el 11 de abril de 2005.


� Al pronunciarse sobre el valor jurídico de la Declaración Americana, la Corte confirmó que, en principio, para los Estados parte en la Convención, la fuente específica de obligaciones con relación a la protección de los derechos humanos es la Convención misma. Corte I.D.H. Opinión Consultiva OC-10/89 (Interpretación de la Declaración Americana sobre Derechos Humanos) del 14 de julio de 1989, párrafo 46.  En el mismo sentido se ha pronunciado la Comisión Interamericana; ver, Informe 38/99, Argentina, Informe Anual de la CIDH 1998, párr. 13 e Informe 112/99, Colombia, Álvaro Lobo Pacheco y otros (19 Comerciantes), 27 de septiembre de 1999, párr. 17.


� Ver Corte I.D.H., Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 16; Corte I.D.H., Caso Nogueira de Carvalho y otro. Excepciones Preliminares y Fondo. Sentencia de 28 de Noviembre de 2006. Serie C No 161, párr. 50; Corte I.D.H., Caso Acevedo Jaramillo y otros. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No 144, párr. 122 y ss; Caso Ximenes Lopes. Excepción Preliminar. Sentencia de 30 de noviembre de 2005. Serie C No. 139, párr. 4; entre otros.


� Artículo 31.3 del Reglamento de la CIDH.  Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 64.


� Ver en lo pertinente: CIDH, Informe Nº 38/06, Petición 549-05, Admisibilidad, Mercedes Chocrón Chocrón, Venezuela, 15 de marzo de 2006. Párrs. 39 y 40. Ver también CIDH, Informe Nº 8/07, petición 1425-04, admisibilidad, Hugo Quintana Coello y otros (Magistrados de la Corte Suprema), Ecuador, 27 de febrero de 2007. Párrs. 38 y 39. CIDH, Informe Nº 5/07, Petición 161-05, Admisibilidad, Miguel Camba Campos y Otros (Vocales del Tribunal Constitucional), Ecuador, 27 de febrero de 2007. Parr.37.





